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Señor

Secretario General

Honorable Cámara de Representantes

Doctor

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO

Bogotá D.C.

Asunto: RADICACIÓN PROYECTO DE LEY

Respetado Señor Secretario General:

Con mi acostumbrado respeto me permito radicar ante la Secretaría General de la Honorable Cámara de Representantes, el Proyecto de Ley por medio de la cual “se crean unas infracciones administrativas en materia de transporte y su infraestructura y se adoptan otras disposiciones” con el propósito que inicie el correspondiente trámite legislativo en la Comisión Sexta de esa importante célula legislativa.

Anexo tres (3) copias del proyecto de ley el cual se compone de 18 artículos y la exposición de motivos contentiva de nueve (9) folios, además del CD que incorpora la información en medio magnético.

Cordialmente,

GERMÁN CARDONA GUTIÉRREZ

Ministro Transporte

Anexo. Proyecto Ley

Proyectó: Cindy Villabona

Fecha de elaboración: 04/10/2011

Número de radicado que responde: 20111050493201

Tipo de respuesta


Total( X)   Parcial( )

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREAN UNAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA DE TRANSPORTE Y SU INFRAESTRUCTURA Y SE ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES”

Honorables Congresistas:

El proyecto de ley tiene por objeto la creación de unas infracciones administrativas y prohibiciones en materia de transporte, el señalamiento de sus sanciones y el establecimiento del procedimiento al cual deberá sujetarse la nueva Superintendencia de Infraestructura y Transporte en el ejercicio de su labor misional.

La iniciativa surge después de un (1) año de la administración del nuevo Gobierno de Unidad Nacional, en donde el actual Superintendente de Puertos y Transporte ha observado en el ejercicio diario de sus facultades, las enormes dificultades para ejercer la inspección, vigilancia y control adecuada y eficiente a los sectores que están bajo su competencia.

La política pública de desarrollo en materia de infraestructura y transporte se encuentra rezagada con relación a la de países que hace muy poco se encontraban en peores condiciones que Colombia. Por ello, se debe articular y armonizar esa política con las herramientas jurídicas que permitan garantizarle a los colombianos los postulados esenciales del servicio público del transporte, tales como la seguridad, la accesibilidad, la calidad y la continuidad derivada de la estabilidad empresarial.

Atendiendo disposiciones constitucionales como aquella según la cual el Estado intervendrá en los servicios públicos y privados para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y para promover la productividad, la competitividad y el desarrollo armónico de las regiones
, se hace necesario propender por hacer de la actividad del transporte, una locomotora dinámica en materia económica y en los asuntos jurídicos derivados de la labor de policía administrativa. 

La velocidad con que están avanzando el transporte, la infraestructura y sus servicios conexos y complementarios exigen una normatividad integral, pero a su vez estructurada bajo las normas del derecho administrativo sancionatorio, con la flexibilidad que se requiera en materia de regulación y con un acompañamiento del Estado hacia sus vigilados para determinar los estándares de calidad en la prestación de estos servicios.

El proyecto de ley contempla como aspectos más importantes los siguientes: i) un objeto; ii) una infracción, unas prohibiciones y unas sanciones con sus infracciones gravísimas, graves y leves; iii) un procedimiento para llevar a cabo las investigaciones, bien cuando se abra una preliminar o cuando sea una investigación administrativa formal; iv) las facultades de prevención y unas medidas cautelares en el evento en que concurran riesgos potencialmente dañosos para la sociedad; v.) la función prevalente y concurrente del Superintendente para proceder a ejercer su función de inspección, vigilancia y control en todo el territorio nacional, incluso sobre personas naturales o jurídicas que estén siendo vigiladas por los organismos de tránsito en las distintas entidades territoriales, y finalmente; vi.) una modalidad para establecer acuerdos de pago de las multas que se le impongan a los infractores.

A continuación se procederá a explicar cada uno de estos capítulos, así:

i.) Con relación al objeto.
Es menester señalar que el objeto flexibiliza la legislación en materia de transporte, al permitir la inclusión de una infracción de tipo administrativo en blanco que será explicadas más adelante; así mismo, introduce un nuevo nombre a la entidad supervisora, puesto que ésta fue creada con la Ley 1ª  de 1991 como la Superintendencia General de Puertos, pero en la actualidad, es decir, 20 años después, tiene más de ocho mil (8.000) vigilados en los modos de aire, tierra y agua que se traducen en toda una infraestructura férrea, carretera, fluvial, marítima, portuaria y sus servicios conexos y complementarios.

Es por ello, que para brindar factores que permitan acercar al ciudadano ante el Estado con la consecuente confianza necesaria para el desarrollo institucional del país, se propone un nuevo nombre a la altura de los tiempos denominado  “Superintendencia de Infraestructura y Transporte”.

Esto generará la claridad que necesitan los habitantes del territorio nacional para poder acudir con certeza ante la autoridad competente, o bien para solicitar el apoyo y el acompañamiento requerido en cualquier situación que se derive de su labor misional, o bien para poner en conocimiento de esa policía administrativa alguna anomalía, irregularidad o ilegalidad sobre el desempeño del servicio público de transporte. 

ii.) De las infracciones, las prohibiciones y las sanciones.
Los regímenes sancionatorios modernos en materia de infraestructura y de transporte tienden a imponerse bajo la modalidad de tipos administrativos en blanco, pues la dificultad para describir típicamente la totalidad de las conductas humanas resulta arcaico, ineficiente, poco dinámico e imposible de aplicar. 

Sería supremamente complejo describir cada dificultad bajo la cual se encuentre operando un equipo de transporte, o las condiciones técnicas y mecánicas que sean requeridas y exigidas en cada modo de transporte para poder observar en la ley, las miles de infracciones con el detalle que ello necesita.

Respetando el proyecto de Ley 053 de 2011, allí se constatan más de 550 infracciones administrativas que convierten el ejercicio de inspección, vigilancia y control que le atribuye la ley a la Superintendencia, en un ente estático e imposibilitado para cumplir con su labor misional para con sus  más de 8.000 vigilados, incumpliendo por demás con los fines esenciales del Estado consagrados en el artículo 2 de la Constitución Política
.

Por lo anterior, se está consagrando una norma general que tipifica como infracción toda acción u omisión que constituya violación de las normas contenidas en la presente ley y en todas las disposiciones legales o reglamentarias sobre la materia. Así mismo, se adjuntan otras prohibiciones específicas que buscan la realización de la libre competencia económica dentro de los límites del bien común, como lo establece el artículo 333 de la Carta Superior, para elevar la formalidad y la calidad del servicio público de transporte en Colombia.

En cuanto a las sanciones, lo primero que se debe decir es que en cada caso concreto se determinará la sanción a imponer, fundamentada ante todo, en el principio de proporcionalidad amparado por la Honorable Corte Constitucional, de tal manera que la graduación de las multas será la que genere para el infractor las funciones correctiva, preventiva y compensatoria en materia de derecho sancionatorio.
La multiplicidad de personas naturales o jurídicas que pueden ser objeto de una sanción por parte de la Superintendencia de Infraestructura y Transporte, requiere que se incluya un amplio margen de cuantías para las multas a imponer (1 a 20.000 smlmv) pues no es lo mismo, determinar una sanción a una sociedad portuaria que a la empresa de transporte intermunicipal en un ente territorial de sexta categoría. Sin embargo, por seguridad jurídica, también resulta pertinente que esté en un solo cuerpo normativo, todo el ordenamiento necesario para castigar las infracciones cometidas.

La inhabilidad para quienes ejercen los trabajos propios del transporte, considerada además como una actividad peligrosa por la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado, debe ser asumida por todos los actores responsables en cada uno de los ejercicios laborales. Es necesario que la denominada culpa in eligendo y la culpa in vigilando se vean reflejadas en las decisiones que la autoridad de policía administrativa le imponga a las personas naturales y jurídicas sujetas de sanción.

Ese deber de elegir personas idóneas en el ejercicio de actividades peligrosas y ese deber para vigilar a sus contratitas y empleados de acuerdo con la Constitución y la ley, debe ser introducido en nuestra legislación como un postulado esencial para la eficiente prestación de este servicio público.

No se puede desconocer además, que las normas jurídicas tienen una función preventiva derivada del factor disuasivo que pueda generar una disposición exigente en materia sancionatoria.

En el capítulo de las infracciones están previstas unas gravísimas, graves y unas leves, que pueden resultar siendo impuestas después que la Superintendencia tenga absoluta claridad sobre la comisión de la infracción y el autor o partícipe de la misma. Así las cosas, y solo por poner un ejemplo, los denominados medios fraudulentos solo operarán cuando la autoridad pueda comprobar que la conducta estuvo acompañada por la falsedad. Nuevamente se repite, esto será el producto de un debido proceso administrativo, con las garantías y formalidades plenas.

Se consagran cinco (5) tipos de sanciones tales como la conminación; la multa hasta 20.000 smlmv; la cancelación de la habilitación, permiso, autorización, licencia o registro; la prohibición e inhabilidad al infractor para prestar directa o indirectamente servicios públicos relacionados con el transporte, su infraestructura, los servicios conexos y/o complementarios hasta por el término de 10 años y el sellamiento temporal del establecimiento de comercio pero la multa nunca podrá superar el 20% de los ingresos netos del año anterior de la persona jurídica sujeta a la sanción.
iii) Del procedimiento administrativo
El procedimiento contempla una investigación preliminar cuando se tenga noticia por parte de la Superintendencia de un hecho que pueda constituir una infracción y no se tenga certeza del autor o partícipe de la misma ni de la realización efectiva de dicho acontecer.

Contrario sensu cuando se encuentren individualizados o identificados los presuntos autores o partícipes de una posible infracción, la Superintendencia mediante acto administrativo debidamente motivado procederá formalmente a abrir la correspondiente investigación administrativa. 
En esta etapa se garantizan por mandato constitucional el derecho de defensa, el debido proceso y el principio de contradicción consagrados en el artículo 29 de la Carta Superior.

Como en todo ordenamiento jurídico de carácter sancionatorio se establece la caducidad de la acción para que el Estado proporcione la seguridad jurídica necesaria a sus vigilados de tal manera que si al cabo de cinco (5) años no se ha decidido la investigación administrativa, ésta deba ser archivada.

Finalmente, este capítulo está integrado por remisión expresa, a la aplicación subsidiaria del Código Contencioso Administrativo.

iv.) De las facultades de prevención y las medidas cautelares
Lo primero que se debe mencionar sobre este capítulo de medidas precautelativas es que las mismas serán ejercidas única y exclusivamente por el Superintendente de Infraestructura y Transporte como policía administrativa y no serán ordenadas por el cuerpo uniformado de policía como tal. En la misma situación se encuentran las demás normas derivadas de la presente ley, es decir, son aplicables únicamente por el órgano facultado para ejercer la inspección, vigilancia y control. En consecuencia, para adoptarse una decisión que imponga una medida cautelar se requerirá de un acto administrativo debidamente motivado emitido por el Superintendente de Infraestructura y Transporte.

Entre las medidas cautelares está el sometimiento a control consagrado en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, disposición que ya se encuentra operando en el ordenamiento jurídico colombiano en materia de sociedades comerciales y por interpretación jurisprudencial también ha sido aplicada por la  Superintendencia de Puertos y Transporte, solo que el fundamento con que se está incorporando al procedimiento actualmente vigente, se basa en una fuente derivada de los fallos y conceptos del Honorable Consejo de Estado y no en una ley de la República, por lo que simplemente se pretende brindar mayor seguridad jurídica tanto para la administración como para los administrados mediante la imposición de una ley general, impersonal y abstracta. 

También se está haciendo extensiva a todos los sujetos de inspección, vigilancia y control de la Superintendencia la medida contemplada en el artículo 27.9 de la Ley 1 de 1991 que actualmente, solo aplica para los puertos, con el objeto de asumir directamente, o por medio de personas especialmente designadas o contratadas para ello, y en forma temporal, la prestación de los servicios propios del sujeto de sanción, cuando éste no pueda o no quiera prestarlos, siendo ello necesario para preservar el orden público, el orden económico o se requiera para evitar perjuicios indebidos a terceros.

Finalmente se incluye la posibilidad que tiene la Superintendencia para inmovilizar o retener los equipos de transporte y suspender temporalmente la habilitación, permiso, autorización, licencia o registro.

Estas actuaciones están amparadas por las garantías fundamentales que se encuentran consagradas en el artículo 29 de la Constitución Política y el Código Contencioso Administrativo, tales como el principio de legalidad, el debido proceso, la presunción de inocencia y el principio de contradicción, además del derecho a impugnar la decisión emitida. 
v.) De la competencia prevalente y concurrente
Son muchos los escenarios del orden territorial que están desprovistos del cumplimiento efectivo de las normas del transporte e incluso desprotegidos del amparo jurídico que debe proporcionar el Estado para generar las garantías de seguridad, continuidad y libre acceso en la materia.

La informalidad está imperando en algunos espacios de la geografía nacional, constituyéndose en una necesidad que la primera autoridad de policía administrativa como lo es el Presidente de la República, pueda ejercer de forma concurrente mediante la delegación en el Superintendente, esa labor de inspección, vigilancia y control con las autoridades en el orden departamental, distrital y municipal o también preferentemente, despojándolos de sus investigaciones cuando ello se requiera para la protección de los usuarios, y en general, del orden público, entendido éste como una noción de tranquilidad, convivencia, seguridad, salubridad y ornato.

Por ello, se considera plausible y respetuoso de la Constitución Política que sea la primera autoridad de policía de la Nación quien pueda delegar en la Superintendencia de Infraestructura y Transporte el cumplimiento de una función que la Carta le asignó en todo el territorio nacional y que desde ningún punto de vista vulnera la descentralización territorial.

vi.) De los acuerdos de pago de las multas

El presente proyecto de ley contempla que la Superintendencia de Infraestructura y Transporte podrá reglamentar los acuerdos de pago de las multas con el capital más los intereses moratorios. La Superintendencia de Infraestructura y Transporte, deberá además, expedir anualmente mediante resolución las condiciones de plazo, garantías y demás requisitos para su otorgamiento.  
Finalmente y para terminar, se deja total claridad que los preceptos legales determinados en este cuerpo normativo, deben ser aplicados única y exclusivamente por la Superintendencia de Infraestructura y Transporte en el ejercicio de sus labores de inspección, vigilancia y control como policía administrativa, garantizando los derechos fundamentales y motivando sus decisiones con la argumentación jurídica necesaria que evite decisiones arbitrarias o desproporcionadas. 
De los Señores Congresistas,

GERMÁN CARDONA GUTIÉRREZ

MINISTRO DE TRANSPORTE
PROYECTO DE LEY “POR LA CUAL SE CREAN UNAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA DE TRANSPORTE Y SU INFRAESTRUCTURA Y SE ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES”

“El Congreso de la República de Colombia

decreta,
TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I

OBJETO
ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto la creación de unas infracciones administrativas y prohibiciones en materia de transporte y su infraestructura, el señalamiento de sus sanciones y el establecimiento del procedimiento al cual deberá sujetarse la Superintendencia de Puertos y Transporte para hacerla efectiva, en adelante la Superintendencia de Infraestructura y Transporte.
TÍTULO II

DE LAS INFRACCIONES, PROHIBICIONES Y SANCIONES

CAPÍTULO I

DE LAS INFRACCIONES

ARTÍCULO 2. Se tipifica como infracción toda acción u omisión que constituya violación de las normas contenidas en la presente ley y en todas las disposiciones legales o reglamentarias sobre la materia.
CAPÍTULO II
DE LAS PROHIBICIONES
ARTÍCULO 3. Está prohibido:  

1) Infringir las normas relacionadas con la prestación del servicio público de transporte, el uso o acceso de su infraestructura, servicios conexos y/o complementarios en todos sus medios, modos y nodos;
2) Diseñar, construir, operar o mantener infraestructura de transporte o las áreas de sus servicios conexos y/o complementarios sin los estándares o especificaciones de seguridad definidos en la normatividad vigente; 
3) Desatender las medidas necesarias para superar las causas de la conminación en el tiempo razonable determinado por la autoridad competente;
4) Permitir, certificar o ejecutar conductas engañosas o fraudulentas relacionadas con la prestación del servicio público de transporte, el uso o acceso de su infraestructura, servicios conexos y/o complementarios;
5) Prestar el servicio público de transporte, servicios complementarios y/o conexos en condiciones deficientes, o inseguras que incumplan los parámetros y condiciones establecidas por las autoridades o en la normatividad vigente;
6) Contratar con o por empresas no habilitadas, operadores no autorizados o con aquellas que no cumplan con la normatividad vigente aplicable, la prestación del servicio público de transporte en cualquiera de sus modalidades. 
7) Realizar actividades tendientes a alterar el normal funcionamiento del servicio de transporte o alterar el acceso o uso de su infraestructura, servicios conexos y/o complementarios en perjuicio de otro; 

8) Incumplir el régimen de regulación económica vigente; 

9) Retener injustificadamente los equipos o los documentos propios de la operación de transporte;

10) Negarse a prestar el servicio público de transporte, servicios conexos y/o complementarios sin justa causa, o si se comprueba la injustificada cesación de actividades y/o de los servicios autorizados por parte de la empresa transportadora, del operador autorizado o de otro agente involucrado en la prestación del servicio de transporte;

11) Alterar las condiciones de operación, técnicas, de seguridad y/o financieras que dieron origen al otorgamiento de su habilitación, permiso, autorización o registro o que dichas condiciones no correspondan a la realidad;

12) Negarse a entregar información solicitada, hacerlo de forma extemporánea y/o cuando la información no sea veraz o no cumpla con los requisitos exigidos para su autenticidad.

13) Reincidir en el incumplimiento del régimen económico vigente, o en la prestación de servicios no autorizados.
14) Transgredir las condiciones del mercado en los acuerdos de voluntades suscritos entre los usuarios, operadores o prestadores del servicio público de transporte;
15) Abstenerse de informar o remitir en los términos y condiciones definidos en la normatividad o reglamentación vigente, la información referente a las relaciones económicas y demás condiciones pactadas entre los agentes involucrados en la prestación del servicio público de transporte, el uso o acceso de su infraestructura, servicios conexos y complementarios; de manera completa y fidedigna;
16) Resistirse, negarse u obstruir la acción investigadora o de supervisión de la autoridad competente, o actuar de forma renuente ante sus requerimientos o solicitudes;

17) Incumplir las directrices fijadas por el Superintendente de Infraestructura y Transporte;
18) Abstenerse de realizar las campañas de prevención a que haya lugar.
CAPÍTULO III
DE LAS SANCIONES

ARTÍCULO 4. SANCIONES: Las personas naturales o jurídicas que infrinjan las disposiciones establecidas en la presente ley y demás normas legales y reglamentarias sobre la materia, se harán acreedoras, según la gravedad de la infracción, a una o más de las siguientes sanciones, que aplicará la Superintendencia de Infraestructura y Transporte mediante resolución debidamente motivada, sin perjuicio de las sanciones penales y demás a que hubiere lugar:
1) Conminar por escrito;

2) Imponer multas hasta de veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes;
3) Cancelar la habilitación, permiso, autorización, licencia o registro;
4) Prohibir e inhabilitar al infractor para prestar directa o indirectamente servicios públicos relacionados con el transporte, su infraestructura, los servicios conexos y/o complementarios hasta por el término de 10 años;
5) Sellar temporalmente el establecimiento de comercio.
CAPÍTULO IV

CRITERIOS PARA DETERMINAR LA GRADUALIDAD DE LAS MULTAS 
ARTÍCULO 5. DISPOSICIONES GENERALES: Con fundamento en el principio de proporcionalidad, las multas impuestas en la presente ley, no podrán superar el 20% de los ingresos netos obtenidos en el último año por la persona sujeta a la sanción.
En el evento en que la infracción sea gravísima, la fórmula para determinar la multa oscilará entre el 71% y el 100% de la cuantía que se obtenga después de determinar el 20% de los ingresos netos del año inmediatamente anterior de la persona jurídica sujeta a la sanción.

En el evento en que la infracción sea grave, la fórmula para determinar la multa oscilará entre el 36% y el 70%% de la cuantía que se obtenga después de determinar el 20% de los ingresos netos del año inmediatamente anterior de la persona jurídica sujeta a la sanción.

En el evento en que la infracción sea leve, la fórmula para determinar la multa oscilará entre el 1% y el 35% de la cuantía que se obtenga después de determinar el 20% de los ingresos netos del año inmediatamente anterior de la persona jurídica sujeta a la sanción. 
En los eventos en que los administradores o representantes legales de las personas jurídicas sujetas de sanción permitan, autoricen, toleren o ejecuten infracciones a las normas cuya observancia le corresponde preservar a la Superintendencia de Infraestructura y Transporte, ésta les podrá imponer multas hasta de dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar sobre sus representadas o administradas.
ARTÍCULO 6. CRITERIOS: 
Se considera gravísima: 
a) Cuando se ocasione un daño a la vida, a la integridad física, a la dignidad de las personas o a la infraestructura;
b) Cuando se observe una evidente utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción, o cuando se utiliza persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus efectos;
c) Cuando se actúe con renuencia o desacato a cumplir con las órdenes impartidas por la autoridad competente u ocasione perjuicios a otros;
d) Cuando se reincida por tres veces en la comisión de una infracción en el término de un año.
PARÁGRAFO: Cuando se cometa una infracción gravísima la Superintendencia de Infraestructura y Transporte podrá imponer además de las multas, las sanciones previstas en los numerales 3, 4 y 5 del artículo 4 de la presente ley.
Se considera grave:
a) Cuando se realice con el objeto de obtener un beneficio económico para el infractor o para terceros con la comisión de la infracción;
b) Cuando se genere resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión de la autoridad competente;
c) Cuando la infracción se cometa hasta en dos ocasiones en el término de un año, a menos que se compruebe un alto grado de imprudencia o desidia, o una falta grave de atención a la seguridad o a la dignidad de las personas;
Se considera leve: 
a) Cuando el vigilado reconozca la infracción antes que la Superintendencia expida el acto administrativo sancionatorio, sin que pueda considerarse gravísima.
b) Cuando esté desprovista de la obtención de recursos económicos;

c) Cuando esté desprovista de medios fraudulentos o maniobras engañosas.
PARÁGRAFO PRIMERO: En los demás casos en que no se presenten los criterios expuestos en esta ley, se sancionará de conformidad con las consideraciones leves.  
PARÁGRADO SEGUNDO: Si en una conducta concurren dos o más criterios, prevalecerá la aplicación de la más grave.
TÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO
CAPÍTULO I

DE LA INDAGACIÓN PRELIMINAR Y LA INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA
ARTÍCULO 7. INDAGACIÓN PRELIMINAR. En el evento en que se tenga algún indicio de la comisión de una infracción a las normas previstas en la presente ley o en las demás disposiciones legales o reglamentarias sobre la materia, sin que se encuentre identificado o individualizado el autor o los autores que pudieron cometerla, la Superintendencia de Infraestructura y Transporte podrá iniciar de oficio una indagación preliminar mediante acto administrativo.

Transcurridos seis (6) meses desde la apertura de la investigación preliminar, sin que se tenga certeza de la comisión de la infracción y sus posibles o presuntos autores, la Superintendencia de Infraestructura y Transporte ordenará el archivo de la misma. 

ARTÍCULO 8. INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA. Cuando la Superintendencia de Infraestructura y Transporte tenga conocimiento de la presunta comisión de una infracción a la presente ley o a las demás disposiciones legales y reglamentarias sobre la materia, y se identifique al posible autor o autores de la misma, abrirá en la Superintendencia delegada competente, la investigación administrativa en forma inmediata, mediante acto administrativo motivado contra el cual no procederá recurso alguno. 
ARTÍCULO 9. CONTENIDO DEL AUTO DE APERTURA DE LA INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA. La decisión que ordene abrir la investigación administrativa deberá contener:

1. La identidad del posible autor o autores de la infracción;

2. Un resumen sucinto de los hechos;

3. La relación detallada de las pruebas que obren en el expediente o aquellas cuya práctica se ordene;

4. Los fundamentos jurídicos que sustenten la apertura y el desarrollo de la investigación.
ARTÍCULO 10. NOTIFICACIÓN DEL AUTO DE APERTURA DE LA INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA. La resolución de apertura de la investigación se notificará personalmente, por medios electrónicos o por edicto, de conformidad con las disposiciones del Código Contencioso Administrativo.
ARTÍCULO 11. TRASLADO. De la resolución de apertura de la investigación administrativa se dará traslado por el término de diez (10) días, para que el presunto infractor responda por escrito o verbalmente a los cargos que se le formulan, y solicite las pruebas que considere pertinentes, conducentes y útiles, las cuales se valorarán de acuerdo con las reglas de la experiencia y la sana crítica. 
Presentados los descargos y practicadas las pruebas decretadas de conformidad con los principios de economía, celeridad, eficiencia y eficacia de la función administrativa, se adoptará la decisión mediante acto administrativo motivado.
CAPÍTULO II
DE LOS RECURSOS EN LA INVESTIGACIÓN ADMINISTRATIVA
ARTÍCULO 12. DE LOS RECURSOS. Contra la resolución que defina la investigación administrativa procederá el recurso de apelación, el cual deberá interponerse y sustentarse dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del acto administrativo. 

TÍTULO IV

CAPÍTULO I
FACULTADES DE PREVENCIÓN Y MEDIDAS CAUTELARES
ARTÍCULO 13. FACULTADES DE PREVENCIÓN Y MEDIDAS CAUTELARES.  Cuando se presenten riesgos potencialmente aptos para vulnerar los intereses jurídicos tutelados por la Superintendencia de Infraestructura y Transporte, y se encuentren indicios que permitan determinar una presunta responsabilidad derivada de una infracción a las normas legales o reglamentarias sobre la materia, el Superintendente de Infraestructura y Transporte podrá adoptar mediante acto administrativo motivado las siguientes medidas cautelares:

1) Someter a control a sus vigilados de conformidad con el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, con el propósito que se ordenen los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, contable, económico, o administrativo de cualquier persona jurídica sujeta a su competencia, cuando así lo determine el Superintendente mediante acto administrativo particular; 

2) Adoptar las medidas contempladas en el artículo 27.9 de la Ley 1 de 1991 a todos sus sujetos de sanción, con el objeto de asumir directamente, o por medio de personas especialmente designadas o contratadas para ello, y en forma temporal, la prestación de los servicios cuando sea necesaria su continuidad para preservar el orden público, el orden económico o para evitar perjuicios indebidos a terceros;
3) Inmovilizar o retener los equipos de transporte;
4) Suspender temporalmente la habilitación, permiso, autorización, licencia o registro; 

PARÁGRAFO PRIMERO: Las medidas cautelares que se impongan por parte del Superintendente de Infraestructura y Transporte, se proyectarán mediante acto administrativo motivado y serán objeto del recurso de reposición ante el mismo funcionario, el cual deberá presentarse dentro de los cinco (5) días siguientes a la decisión y se concederá en el efecto suspensivo.

Aún ejecutada la medida cautelar, la Superintendencia podrá ordenar las pruebas pertinentes, útiles y conducentes que se consideren necesarias para definir si revoca o confirma la medida cautelar. 

No obstante lo anterior, la Superintendencia de Infraestructura y Transporte podrá revocar el acto administrativo a través del cual se adoptó la decisión, cuando desaparezcan los fundamentos de hecho que le dieron origen a la medida, siempre que no sean situaciones concurrentes con alguna infracción, evento en el cual se mantendrá la sanción que corresponda y se generará la pérdida de fuerza ejecutoria de la medida cautelar.
PARÁGRAFO SEGUNDO: Los costos en que se incurriere con ocasión de las decisiones adoptadas, correrán por cuenta del destinatario de la medida cautelar.
CAPÍTULO II

DE LA CADUCIDAD DE LA ACCIÓN Y LA SUBSIDIARIEDAD DEL CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
ARTÍCULO 14. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN. Transcurridos cinco (5) años desde la apertura de la investigación administrativa, sin que la Superintendencia de Infraestructura y Transporte haya dejado en firme la correspondiente decisión, deberá ordenar el archivo definitivo de la misma mediante acto administrativo motivado. 
ARTÍCULO 15. APLICACIÓN SUBSIDIARIA DEL CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. En lo no previsto en la presente ley se aplicarán las disposiciones contempladas en el Código Contencioso Administrativo o las normas que lo modifiquen, complementen o reglamenten. 
CAPÍTULO III
FACULTADES EXCEPCIONALES Y DISPOSICIONES FINALES
ARTÍCULO 16. COMPETENCIA PREVALENTE Y CONCURRENTE. En desarrollo del artículo 189 de la Constitución Política, la Superintendencia de Infraestructura y Transporte tendrá competencia prevalente y concurrente sobre las demás autoridades que ejerzan vigilancia, inspección y control en los asuntos de su competencia.
ARTÍCULO 17. ACUERDOS PARA EL PAGO DE LAS MULTAS. La Superintendencia de Infraestructura y Transporte podrá realizar acuerdos para el pago de las multas impuestas, previo el pago de los intereses moratorios. 

Los intereses del plazo concedido no serían inferiores a la tercera parte ni superiores al máximo del interés bancario corriente establecido por la Superintendencia Financiera de Colombia, certificado a la fecha de suscripción del acuerdo de pago.

La Superintendencia de Infraestructura y Transporte, deberá expedir anualmente mediante resolución las condiciones de plazo, garantías y demás requisitos para su otorgamiento.  

ARTÍCULO 18. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias, sin perjuicio de las demás normas legales que la complementen, aclaren o adicionen.
� Artículo 334 de la Constitución Política.


� “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación…”
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